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    Introducción


    Bien entrado en siglo XXI, seguimos encontrado algunas trabas en la aplicación de la justicia en España, en concreto, en aquellos tribunales en los que alguna de las personas implicadas, ya sea el enjuiciado o algún testigo, no domina la lengua del tribunal.


    En este libro se tratarán varios aspectos sobre la interpretación en los tribunales de justicia (ITJ), en concreto, la legislación que hace referencia a la actuación de los intérpretes en los juicios penales en España, el modo en el que se desempeña su profesión y el tipo de formación que se les ofrece de forma reglada a los intérpretes en los tribunales de justicia. También se examina la imagen de los intérpretes que actúan en los tribunales de justicia que se transmite a través de los medios de comunicación. Y se concluye con un llamamiento para que se avance hacia la formación específica de los intérpretes que actúen en sede judicial y hacia la profesionalización de la ITJ.


    Se considera necesario situar la ITJ en el ámbito de la traducción y de la interpretación. En general, la ITJ se enmarca como una modalidad de la interpretación en los servicios públicos (ISP). En la ISP, los participantes en la situación comunicativa son el intérprete y los interlocutores primarios; los interlocutores primarios son el representante de un servicio público que hable una lengua mayoritaria y el usuario de un servicio público que no hable la lengua mayoritaria; entre los interlocutores suele existir una gran asimetría, tanto de tipos de discurso como de estatus, y una gran disparidad cultural, al igual que puede darse un conflicto de objetivos o intereses. La situación comunicativa se suele interpretar en las modalidades de consecutiva dialógica o de bilateral, aunque a veces se utilice la modalidad de simultánea. En ella destaca la alta visibilidad del intérprete (Abril Martí, 2006: 39).


    Por otra parte, en lo que se refiere a la denominación de este tipo de interpretación, en España, a mediados de los años noventa, se identificaban tres términos (Abril Martí, 2006: 23): interpretación de enlace, propuesto por Cristina Grau Mestre (1998) en su proyecto de investigación para la Suficiencia Investigadora de la Universidad Rovira i Virgili; interpretación social, acuñado por el profesor Roberto Mayoral Asensio (2003: 129), del Departamento de Traducción e Interpretación de la Universidad de Granada (UGR); e interpretación en los servicios públicos, utilizado por la Universidad de Alcalá de Henares (UAH). En la actualidad, parece que el término interpretación en los servicios públicos es que el se ha impuesto en el ámbito académico y formativo. La relegación del término interpretación social puede deberse a su asociación con las causas sociales y el voluntariado.


    En el caso de la ITJ, a diferencia de otros espacios en los que pueden actuar los intérpretes para hacer de enlace comunicativo entre la Administración y una persona que no domine la lengua mayoritaria, la actuación de un intérprete formado y capacitado es un garante de los derechos fundamentales. El segundo capítulo de este libro hace un recorrido exhaustivo por los fundamentos legales de la ITJ en los procesos penales, tanto en lo referido a las regulaciones nacionales como a las internacionales. Cabe considerar que la ITJ tiene unas características especiales, como la especificidad de la jerga que se utiliza en los tribunales y el claro establecimiento de jerarquías, que la hacen ser un tipo de interpretación que requiere una formación específica para que se cumplan las debidas garantías procesales.


    En este sentido, resulta reveladora la cada vez más variada oferta formativa para intérpretes en los servicios públicos, en la actualidad conviven cursos de licenciatura, de grado y de posgrado en varias universidades españolas que ofrecen esta materia; incluso se llegan a ofertar estudios específicos de ITJ, como se verá más adelante. Esto parece indicar el principio del camino hacia la profesionalización en el ámbito, puesto que una formación adecuada es uno de los factores que en mayor medida contribuye a desarrollar más rápidamente la profesionalización.


    A pesar de las distintas iniciativas de profesionalización de la ISP, en España, a los intérpretes que trabajan en los servicios públicos no se les exige, en general, ninguna acreditación específica que garantice su profesionalidad. Esto es aún más grave en el caso de la ITJ, donde existen multitud de instrumentos legales que establecen el derecho a la asistencia de un intérprete en los procesos penales que son «el ámbito en el que el Estado está obligado a proporcionar de oficio servicios de interpretación» (Ortega Herráez, 2007: 11), con el objetivo de que una persona que no domine el idioma del tribunal no sea discriminada por razones de lengua. Se entiende que, para ello, se debe contar con intérpretes competentes, es decir, debidamente formados y acreditados, ya que, en caso contrario, la Administración de Justicia corre el peligro de vulnerar las garantías procesales debido a la falta de competencia del intérprete.


    Asimismo, cabe destacar la precaria situación en la que se encuentran los intérpretes que trabajan para la Administración de Justicia en España. Se encuentran en una situación heterogénea en la que hay variaciones sustanciales desde la formación que se les exige hasta la remuneración que reciben –que no es muy elevada–. Más aún, muchos carecen de su estabilidad laboral y, demasiadas veces, su trabajo no se reconoce adecuadamente; en resumen, sus condiciones laborales son claramente mejorables.


    La deficiente organización, la falta de exigencia de una titulación o certificación y la precariedad en la que se ven envueltos intérpretes debidamente formados, resulta en que, en más casos de lo deseable, actúan como intérpretes en juicios penales personas que no disponen de los conocimientos ni la formación adecuadas. Resulta ineludible que los medios de comunicación se hagan eco de esta situación y que, con motivo más que justificado, la imagen que se proporcione de los intérpretes en los tribunales de justicia sea muy negativa.


    Este libro se divide en tres partes. La primera de ellas examina la legislación que hace referencia a la actuación de los intérpretes en los juicios penales tanto a nivel nacional como supranacional. Una segunda parte está dedicada a presentar el modo en el que se desarrolla la profesión de los ITJ en la actualidad y las distintas formas de acceso a su ejercicio. La tercera se dedica a estudiar la imagen de los intérpretes en los tribunales de justicia que ofrecen los medios de comunicación.


    Este libro parte del profundo convencimiento de para lograr una sociedad en la que no se discrimine por razón de lengua, se debe apostar por la profesionalización y la formación específica en el campo de la ITJ, por lo que concluye con un capítulo hace un llamamiento a que se supla a la necesidad de formación y profesionalización que tienen los intérpretes en los tribunales de justicia en España junto con algunas consideraciones y las propuestas de acción e investigación para el futuro.
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    La interpretación en los tribunales de justicia como derecho y necesidad social


    En España, el derecho a ser asistido por un intérprete en los tribunales de justicia está regulado desde una época muy temprana y adquiere especial relevancia en la Edad Moderna con la colonización de América. Las numerosas lenguas que existían en el Nuevo Mundo hicieron que, desde los primeros momentos de la creación de los tribunales en los virreinatos, se establecieran normas específicas para América con el fin de defender el derecho de las personas que no hablaban la lengua española (Alonso Araguás, Baigorri Jalón y Payàs Puigarnau, 2008: 3). Una de las primeras normas conocidas sobre intérpretes data de la época de Carlos V, concretamente, se trata de una resolución dictada en Toledo en 1529. Esta resolución delimitaba las contraprestaciones que los intérpretes podían recibir por sus servicios y trataba de evitar sus posibles errores. Por otra parte, también en época de Carlos V, debido al territorio multilingüe y multicultural que gobernaba, se estableció la Secretaría de Interpretación, que es el antecedente remoto de la actual Oficina de Interpretación de Lenguas del Ministerio de Asuntos Exteriores (Palomo del Arco, 2007: 186).


    Aunque la profesión surgiera en una época muy temprana, su aspecto orgánico no se desarrolló hasta la época de Felipe II (1556-1598). Durante su reinado se dictaron una serie de ordenanzas que regulaban los detalles del ejercicio de esta; en ellas se menciona por primera vez a los intérpretes que juran, se prohíbe que estos actúen en dependencias particulares o que acepten cualquier contraprestación que no sea el salario establecido, se penaliza el absentismo, se delimitan los horarios y los honorarios y se establecen normas estrictas en cuanto a sus nombramientos (Peñarroja Fa, 2000: 69-71). En el siglo siguiente, en 1680, se publica la denominada Recopilación de Leyes de las Indias,1 que incluye catorce artículos que se engloban bajo el título 29, denominado «De los intérpretes», que recoge «regulations which seem to reflect concerns based on real experience» (Giambruno-Day Miguélez, 2008: 33). Ya en esta época, se exigía a los intérpretes judiciales un elevado grado de imparcialidad, fidelidad y exactitud al desempeñar su tarea (Palomo del Arco, 2007: 186); prueba de ello es la siguiente definición de las características de los intérpretes:


    Aquí [en los textos jurídicos] se pide a los intérpretes «fidelidad», «claridad», «imparcialidad», se los describe como dotados de un «saber autónomo», lo que les da una «función social» y «profesional» desvinculada por completo de la actividad literaria. Son trabajadores freelance con horarios, días de trabajo, con especialidades económicas, penales, etcétera. (Catelli y Gargatagli, 1998:121)


    Estas normas evolucionaron y dieron lugar a que, como antecedente a la figura del intérprete jurado, surgieran los traductores públicos en los países iberoamericanos, que se mantuvieron hasta finales del siglo XIX en las últimas colonias españolas: Cuba y Filipinas (Peñarroja Fa, 2004: 24).


    Aunque, en España, no se ha podido determinar el momento exacto de la aparición de los intérpretes jurados propiamente dichos (Peñarroja Fa, 2004: 26); la primera regulación conocida que proporciona directrices sobre esta figura en la Península data de diciembre de 1783. Esta regulación designaba las traducciones oficiales como tarea exclusiva de la ya mencionada Secretaría de Interpretación. A partir de ese momento, se publicaron diversas regulaciones que hacían referencia a los intérpretes jurados;2 sin embargo, debido al funcionamiento de los ministerios en nuestro país, se da la paradoja de que el Ministerio de Justicia está desvinculado de los intérpretes jurados, incluso cuando, en muchos casos, es el destinatario de sus trabajos (Peñarroja Fa, 2004: 32). Así, dentro de las normas que regulan los procedimientos judiciales, no se hace referencia alguna a los intérpretes jurados y se permite recurrir a personas sin habilitaciones especiales.


    En ninguno de los Códigos de legislación o leyes de procedimiento se cita al Intérprete Jurado [sic]. De una simple lectura de nuestra legislación procesal se desprende que cualquier persona puede realizar funciones de intérprete bastando que preste juramento y, de hecho, así suele ocurrir, con el consiguiente perjuicio que supone confiar la delicada labor de fedatario a personas carentes de habilitaciones especiales. (Peñarroja Fa, 2004: 32)


    A pesar de que no se haga mención a ninguna habilitación de manera concreta, en la segunda mitad del siglo XIX se promulgaron en España la Ley Provisional de 1879 y la Compilación General, antecedentes inmediatos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882; en ellas se regulaba que la persona que ejerciera de intérprete debía prestar juramento de conducirse bien y fielmente y había de ser elegido entre los que tuvieran título, o en su defecto se nombrara un maestro del correspondiente idioma, y, en último lugar, estas leyes establecían que cualquier persona que supiera el idioma en cuestión podía actuar como intérprete (Palomo del Arco, 2007: 187). Posteriormente, la Ley de Enjuiciamiento Criminal (L.E.Crim.), promulgada por Real Decreto en 1882 y aún vigente, aunque con numerosas modificaciones, reconoce y regula el derecho a ser asistido por un intérprete en los procedimientos judiciales de carácter penal. Aunque no se cite en estas regulaciones al intérprete jurado, sí se establecen ciertos requisitos que se analizarán en este capítulo.


    Desde finales del siglo XIX hasta nuestros días, la sociedad española ha cambiado considerablemente: acaba de finalizar el último cuarto del siglo XX, que ha sido llamado «era de las migraciones» debido al gran aumento de los flujos migratorios y, como consecuencia de ello, España pasó de ser un país que tradicionalmente se consideraba de emigración a ser un país de acogida. Sin embargo, debido a la coyuntura de crisis económica en la que se encuentra el país, en 2010, el ritmo de crecimiento de la población empadronada disminuyó considerablemente (1,8 %); y finalmente, en 2011 esta tendencia se invirtió y produjo, por primera vez, una disminución en su número (–0,3 %). Aunque el número de residentes extranjeros en España no tenga visos de aumentar, nuestro país cuenta con una gran cantidad de extranjeros que residen en él; según la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración (2012), en septiembre de 2011, su número rondaba los 5,2 millones y esta cifra disminuyó a cerca de 4,7 millones en 2018. A esta cifra oficial hay que añadir, por un lado, los que residen en España de manera irregular y, por otro, el elevado número de turistas que temporalmente se encuentra en el país y que, según la Secretaría de Estado de Turismo (2012) ya en 2010, sobrepasaba los 52 millones de personas, y supera la población nacional y en el 2018 se ha acercado a los 83 millones de visitantes (INE, 2018)


    En el caso de que resulte necesario, estas personas, dominen la lengua o no, han de tratar con la Administración de Justicia en español, o lenguas cooficiales, y someterse a los procedimientos habituales del país (Palomo del Arco, 2007: 190). Con esta afirmación se pretende recalcar que la mayoría de los procedimientos judiciales se desarrollan en la lengua del país en el que tienen lugar, independientemente del idioma que se utilice al incurrir en el delito.


    Los cambios mencionados suponen un factor fundamental para la configuración de la nueva sociedad española; una reciente realidad social que conlleva la aparición de nuevas necesidades, que deben ser cubiertas. Como dato ilustrativo de la necesidad de contar con personas que desempeñen la labor de intérprete en el ámbito judicial, se puede recurrir a los datos del INE (2009) sobre la población reclusa en España referidos al año 2009: de los 76 079 reclusos que se encuentran en las prisiones del país, 27 162 son extranjeros; lo que representa aproximadamente un tercio de la población reclusa. Un gran número de estas personas no es hispanohablante y necesita ser asistido por un intérprete para tratar con la Administración de Justicia. En febrero de 2019, la población reclusa extranjera descendió hasta 16 553 (Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, 2019).


    Así, en esta época de migraciones, multiculturalidad y multilingüismo, este escrito incide en que la asistencia de profesionales con la misión de proveer un servicio de interpretación de calidad resulta imprescindible para asegurar un proceso judicial con garantías. Como se argumenta más adelante, la interpretación profesional en el ámbito judicial representa una garantía para que personas que no dominen la lengua mayoritaria tengan acceso a un juicio justo. Además, en España el derecho de defensa y el derecho a una tutela judicial efectiva están reconocidos por multitud de instrumentos legales.


    En este contexto, se considera absolutamente necesario que un intérprete cualificado y acreditado intervenga en el proceso penal para que estos derechos fundamentales sean efectivos, puesto que la ausencia de intérprete o su falta de profesionalidad pueden poner en peligro el fundamento del proceso, que consiste en la comunicación entre sus participantes (Mansdörfer, 2007: 234). Es decir, que de no tener lugar los procesos judiciales de manera que garanticen los derechos fundamentales de los implicados en ellos, la Administración de Justicia falla en la consecución de uno de sus cometidos, la salvaguarda de la seguridad jurídica (Feria García, 1999: 87).


    A pesar de sus carencias, que se analizan más adelante, se puede considerar que la ITJ goza de una situación privilegiada frente a otras áreas de la ISP. Como sostiene Ortega Herráez:


    La intervención de intérprete en un procedimiento judicial de carácter multilingüístico se encuentra en la actualidad legalmente garantizada y la figura profesional del intérprete parece gozar, comparativamente hablando, de mayor reconocimiento y regulación que en otros ámbitos. (Ortega Herráez, 2008)


    Este mayor reconocimiento relativo quizás se deba a una diferencia primordial entre la ITJ y otras vertientes de la ISP: mientras que las demás ramas de la ISP no están garantizadas legalmente de manera clara, la rama que abarca el ámbito judicial está respaldada por la legislación en vigor, tanto nacional como internacional. Las normas jurídicas referentes a las actuaciones de los intérpretes en el campo de la Administración de Justicia se analizan y comentan detalladamente a lo largo de este capítulo, haciendo especial hincapié en que, como sostiene Martin (2006: 136), dichas normas no prescriben el perfil profesional de las personas que ejercen de intérprete, ni arbitran ningún mecanismo de control de calidad de esta actividad.


    2.1. Los fundamentos legales de la interpretación judicial


    Tras este breve preámbulo, se pasa a describir la estructura y el contenido de este apartado dedicado al estudio de la normativa jurídica que afecta a los intérpretes que actúan en los procesos penales. En primer lugar, se estudian los principales instrumentos internacionales que garantizan la asistencia de un intérprete en dichos procedimientos y se dedican unas páginas a las iniciativas surgidas en el seno de la Unión Europea que han resultado en la Directiva 64/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo relativa al derecho a interpretación y a traducción en los procesos penales. Después, se analizan los instrumentos nacionales que se refieren a la situación específica de España.


    2.1.1. Instrumentos legales supranacionales


    Aunque estos ya han sido comentados por diversos autores, como Giambruno-Day Miguélez (1997), Foulquié Rubio (2002), Ortega Herráez (2006, 2010) o Hunt Gómez (2008), debido a las necesidades propias de este trabajo de investigación, se realiza un análisis de los principales instrumentos internacionales que se refieren a la provisión de servicios de interpretación en pro de un juicio justo; este análisis tiene la particularidad de incidir en el articulado referido, tanto de manera explícita como implícita, a la cualificación o a la acreditación de las personas que van a actuar como intérpretes en los tribunales de justicia. A continuación, se realiza un breve análisis de los principales instrumentos internacionales que se centran en la provisión de interpretación como un derecho para que se celebre un juicio justo.


    2.1.1.1. La Declaración Universal de los Derechos Humanos


    La Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos por medio de la Resolución 217 (III), de 10 de diciembre de 1948 (Carrillo Salcedo, 1982: 91 y ss.). Tras este acto, la Asamblea solicitó a todos los Países miembros que publicasen el texto de la Declaración y que dispusiesen que fuera distribuido, expuesto, leído y comentado en las escuelas y otros establecimientos de enseñanza, sin distinción fundada en la condición política de los países o de los territorios (Organización de las Naciones Unidas, 1948).


    La Declaración Universal de Derechos Humanos es uno de los documentos más importantes del siglo XX y ha sido traducido a 337 idiomas (Welsh, 2008: 5); es una referencia imprescindible en las acciones de gobiernos, individuos y organizaciones; ningún otro documento internacional posee el significado moral y político de esta declaración. Este texto ofrece, como se recoge en su preámbulo, «un ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse» (Organización de las Naciones Unidas, 1948).


    La Declaración Universal de Derechos Humanos no es vinculante, a pesar de que haya adquirido una creciente autoridad política, moral e incluso jurídica, de que se le haya otorgado carácter de derecho internacional consuetudinario y de que haya puesto los Derechos Humanos en el centro de las relaciones internacionales. Sin embargo, es el origen de acuerdos y tratados internacionales que han sido ratificados por más de cien países y que sí poseen carácter vinculante (Gordon Laurel, 2008: 16), entre ellos se encuentra el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que forma parte de la Carta Internacional de Derechos Humanos y se trata en el siguiente apartado.


    Dentro de la Declaración Universal de Derechos Humanos, tres artículos se relacionan con la ITJ, siempre y cuando esta última se entienda como una garantía del derecho de defensa y de la tutela judicial efectiva.


    En los artículos 7 y 103 de esta declaración se establecen como derechos fundamentales la igualdad y la no discriminación ante la ley, así como las condiciones de plena igualdad ante los tribunales de justicia. El derecho de toda persona a un recurso efectivo ante los tribunales de justicia viene recogido en el artículo 84 de la Declaración.


    En este marco, se considera que la falta de comprensión de un proceso judicial por parte del justiciable es una discriminación y, por tanto, una violación de los artículos 7, 8 y 10 de la Declaración. Para una persona que no domine el idioma mayoritario utilizado por la Administración de Justicia, resulta difícil ejercer los derechos recogidos en estos artículos sin la asistencia de un intérprete que ofrezca las máximas garantías (Ortega Herráez, 2006: 47), es decir, un intérprete debidamente cualificado y capacitado.


    2.1.1.2. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos


    El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos fue aprobado en Nueva York por la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas en su resolución 2200A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, y entró en vigor el 23 de marzo de 1976. Al ratificar España este pacto el 27 de abril de 1977, a través del Instrumento de Ratificación de España del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adquirió carácter vinculante y sus preceptos son aplicables en nuestro país.


    En el artículo 25 de este pacto se establece que los Estados partes asumen la obligación, aplicable a toda persona en su territorio o bajo su jurisdicción, de respetar y garantizar los derechos reconocidos. No solamente se establece claramente que los Estados deben abstenerse de violar estos derechos, sino que también deben garantizar que sean efectivos.


    De acuerdo con el artículo 146 del Pacto, los medios y recursos, imparciales y efectivos, para la defensa de dichos derechos, entre los que se incluye de manera expresa la asistencia gratuita de intérprete si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal (art. 14.3.f) deben ser puestos a disposición de toda persona víctima de una violación de estos. Con este artículo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos es el primero que incluye de manera expresa la interpretación como un derecho fundamental (Jimeno Bulnes, 2007: 157), puesto que con ella se protegen las garantías de los derechos de los ciudadanos a un juicio justo.


    Para las fases previas al juicio, el artículo 14.3.a establece que toda persona acusada de cualquier delito tiene derecho a ser informada en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella. Este requerimiento conlleva necesariamente que dicha labor sea realizada, en caso necesario, con la asistencia de un intérprete debidamente cualificado y acreditado; puesto que para transmitir la información de manera precisa y detallada es imprescindible que se cuente con una formación conforme a la tarea que se va a desempeñar. También se debe considerar lo recogido en el artículo 14.3.b de este pacto, que establece que cualquier persona acusada tendrá derecho a disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección. En este caso, la interpretación se incluye como garantía del derecho de defensa.


    2.1.1.3. El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales


    El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, también llamado Convención Europea de Derechos Humanos, fue adoptada por el Consejo de Europa en 1950 y entró en vigor en 1953. Como su propio nombre indica, tiene por objeto proteger los Derechos Humanos, al permitir un control judicial sobre la cumplimentación de dichos derechos individuales. El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales fue ratificado por España con fecha de 10 de octubre de 1979 y publicado en el BOE número 243 de ese mismo año.


    El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales hace referencia a la Declaración Universal de Derechos Humanos y se adhiere a sus principios, llevando a la práctica la garantía de esos derechos mediante la creación del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, cuya jurisprudencia hace que se reconozcan y reafirmen los derechos establecidos por el Convenio.


    Los artículos 5 y 67 del Convenio establecen la asistencia de intérprete en el caso de que la persona no comprenda la lengua que se utiliza tanto durante la detención como durante el proceso en sí mismo. En el artículo 5, se indica que toda persona detenida o que se encuentre inmersa en un proceso judicial, tiene derecho a ser informada de los motivos por los que se le ha detenido o de las acusaciones formuladas contra ella en una lengua que comprenda. En el artículo 6 se contempla el derecho de los acusados a disponer de las facilidades necesarias para preparar su defensa, al igual que el derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete.


    La aplicación de estos dos artículos se matiza y amplía por medio de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. De esta jurisprudencia, se analizan tres sentencias que resultan fundamentales para el derecho a la interpretación en los tribunales de justicia: la sentencia Luedicke, Belkacem y Koç contra Alemania, de 28 de noviembre de 1978, la sentencia Kamasinski contra Austria, de 19 de diciembre de 1989, y la sentencia Cuscani contra el Reino Unido, de 24 de septiembre de 2002.


    La primera establece que la interpretación que asiste a las personas que no hablen o entiendan la lengua que se use en el tribunal debe ser gratuita, de acuerdo al artículo 6.3.e del Convenio. Según esta sentencia, las personas acusadas que no dominen la lengua utilizada por el tribunal no deben correr con el coste de la interpretación bajo ninguna circunstancia, ya que puede resultar arriesgado que el nombramiento de un intérprete dependa de la situación o circunstancias económicas del acusado. De esta sentencia cabe destacar igualmente tanto la ampliación que realiza del derecho a interpretación gratuita, ya explícito en el artículo 6.3.e del Convenio, como la inclusión del concepto de asistencia gratuita del derecho a la traducción de los documentos que resulten necesarios para la comprensión del procedimiento:


    Constructed in the context of the right to a fair trial guaranteed by Article 6, paragraph 3 (e) (art. 6.3e) signifies that an accused who cannot understand or speak the language used in the court has the right to the free assistance of an interpreter for the translation or interpretation of all those documents or statements in the proceedings instituted against him which it is necessary for him to understand in order to have the benefit of a fair trial. (STEDH Luedicke, Belkacem y Koç contra Alemania, de 28 de noviembre de 1978, p. 17)


    La segunda sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STEDH) que resulta de gran importancia para el derecho a la ITJ es la del caso Kamasinski contra Austria, de 1989. Esta sentencia establece que la asistencia gratuita de un intérprete no se limita al juicio oral y que todo país signatario del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales debe garantizar un servicio de traducción e interpretación en las fases previas a este o, de lo contrario, se vulnera el derecho del imputado a un juicio justo (Ortega Herráez, 2006: 48). Además de establecer la ampliación de la asistencia de interpretación y traducción a los aledaños del juicio, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos establece en su doctrina que, para garantizar el derecho a la asistencia gratuita de intérprete en los procesos penales ofrecido por el artículo 6.3.e y hacerlo de manera práctica y eficaz, las autoridades competentes no deben limitarse a nombrar a un intérprete sino que deben controlar la adecuación del servicio que dicho intérprete proporciona:


    In view of the need for the right guaranteed by paragraph 3 (e) (art. 6-3-e) to be practical and effective, the obligation of the competent authorities is not limited to the appointment of an interpreter but, if they are put on notice in the particular circumstances, may also extend to a degree of subsequent control over the adequacy of the interpretation provided… (STEDH, Kamasinski contra Austria, de 19 de diciembre de 1989, p. 30)


    Por otra parte, la sentencia, en su comentario acerca del artículo 6.3 del Convenio, recalca la importancia de la notificación de la acusación de manera inmediata, detallada y en una lengua que comprenda el acusado, señalando que no hacerlo podría suponer indefensión:


    Paragraph 3 (a) of Article 6 (art. 6-3-a) clarifies the extent of interpretation required in this context by securing to every defendant the right «to be informed promptly, in a language which he understands and in detail, of the nature and cause of the accusation against him». Whilst this provision does not specify that the relevant information should be given in writing or translated in written form for a foreign defendant, it does point to the need for special attention to be paid to the notification of the «accusation» to the defendant. An indictment plays a crucial role in the criminal process, in that it is from the moment of its service that the defendant is formally put on written notice of the factual and legal basis of the charges against him. A defendant not conversant with the court’s language may in fact be put at a disadvantage if he is not also provided with a written translation of the indictment in a language he understands (STEDH Kamasinski contra Austria, de 19 de diciembre de 1989, p. 32)


    Resulta también particularmente interesante de esta sentencia la mención de las irregularidades en cuanto a la traducción y la interpretación durante el proceso; algunas de las cuales se relacionan directamente con la falta de acreditación y, en principio, de formación como intérpretes de las personas que asistieron al acusado. Otras de las irregularidades enumeradas son que el acusado no recibió copia de las actas en su idioma, su abogado no hablaba su lengua y, además, durante el juicio le asistió un intérprete que no interpretó la totalidad de este:


    The applicant was interrogated by police officers on 15 October, 6 November and 16 December 1980. During the questioning on 15 October interpretation was provided by a prisoner who, however, had only a limited knowledge of English (p. 4). […] In accordance with the trial states an interpreter attended but, in accordance with the usual practice, does not specify which of the statements made during the trial were interpreted into English (p. 10) […] The applicant and the consular observers are agreed that only the verdict and the sentence, but not the reasons were interpreted into English (STEDH, Kamasinski contra Austria, de 19 de diciembre de 1989, p. 10)


    En el sentido de la profesionalización de la ITJ, la STEDH, Kamasinski contra Austria, representa un importante avance, puesto que el demandante argumenta su indefensión basándose en que las personas que realizan las labores de interpretación durante el proceso no siempre son intérpretes acreditados, y también considera la ley austriaca vaga y poco eficaz en cuanto a la provisión de intérpretes:


    The applicant’s other principal source of grievance derived from his inability to understand or speak German, the language used in the criminal proceedings brought against him in Austria. He contended, firstly, that the Austrian law providing for court-certification of interpreters […] was excessively vague and did not prescribe a reasonable standard of proficiency ensuring effective assistance of an interpreter (STEDH Kamasinski contra Austria, de 19 de diciembre de 1989, pp. 29-30, párrafo 72)
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